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			 Prólogo

			 Guatemala y la terapia de realidad

			Carlos Alberto Montaner

			Primero el disclaimer. Conozco a Julio Ligorría desde hace más de 30 años. Toqué a su puerta cuando Julio era muy joven en busca de solidaridad con Cuba y me la dio. Desde entonces es mi amigo, pero eso no me hace perder objetividad, sino me da profundidad para juzgar quién es y lo que ha escrito. Lo he visto en las buenas y en las malas. Siempre se ha comportado de la misma manera: franco y cabal. Lo vi llegar al exilio y abrirse paso. Cuando estuvo cerca del poder lo utilizó desinteresadamente para ayudar a los latinoamericanos en desgracia a tratar de recobrar sus libertades. A veces no se pudo lograr, como ha sucedido con Cuba, donde el estalinismo no escampa, pero él hizo todo lo que estuvo a su alcance.

			Con los años, Julio Ligorría se convirtió en un guatemalteco muy prominente. Se volvió un hombre sabio. Sabía como abordar los problemas intratables. Al extremo de que el gobierno constitucional de Otto Pérez Molina le entregó la delicada embajada en Washington, cargo que desempeñó con total eficacia y honradez para Guatemala y Estados Unidos. Esto lo convirtió, como suele ocurrir, en una persona admirada por muchos, pero detestada por otros. Afortunadamente, no le preocupa excesivamente tener enemigos. Conoce la frase de José Martí: «Triste es no tener amigos, pero más triste debe ser no tener enemigos…, porque el que enemigo no tenga, es señal que no tiene: ni talento que haga sombra, ni carácter que impresione, ni valor temido, ni honra de que la murmuren, ni bienes que se codicien, ni cosa buena que se envidie».

			Hablemos, finalmente, de su libro. Es un gran alegato. El embajador Julio Ligorría ha colocado a Guatemala frente a un espejo terrible. Es lo que William Glasser llamaba una «terapia de realidad». Decidió aplicársela a su país. Lo han forzado a ello. Julio, desde hace más de un año, vive en Madrid. Es un prófugo de la injusticia, no de la justicia. Lo han acusado de corrupto sin serlo. Si se hubiera quedado en Guatemala, lo hubieran sepultado en una celda varios años sin un juicio justo. Ha sido víctima de un poder judicial envilecido que pretende condenarlo a priori porque en su país no existe, realmente, la presunción de inocencia. 

			Como tiene, desde hace años, la ciudadanía española, sus abogados pidieron que el juicio se llevara a cabo en Madrid, donde condenan o absuelven a cualquiera sin tener en cuenta su relevancia social, siempre que haya pruebas, como ha sucedido con Iñaki Undargarín, el mismísimo yerno del ex rey Juan Carlos I y cuñado del actual monarca Felipe VI. Naturalmente, la fiscalía guatemalteca ha sido incapaz de aportar prueba alguna porque, sencillamente, no puede. No existen esas pruebas. En el capítulo quinto de su libro Ligorría lo expresa claramente: «De esta suerte, pensar en que la oleada anticorrupción vigente prospere apoyada por las Cortes es un sueño que algún día se convertirá en realidad, pero que actualmente no pasa de ser un esfuerzo con protagonistas aislados que pretenden enderezar una nave cuya estructura está corrompida».

			Más adelante, en su libro reafirma por qué sospecha que hoy no es posible encontrar justicia en los tribunales guatemaltecos:

			La ley debería aplicarse tanto para depurar el sistema judicial como para perseguir a quienes estén vinculados con la corrupción. Bien, ésa es la teoría. Pero, en la práctica, la depuración del sistema judicial como condición previa a la lucha contra la corrupción, es prácticamente inviable, porque supone cuando menos un área del Organismo Judicial que esté impoluto y que tenga la presencia de ánimo para investigar, procesar y castigar a sus colegas. Y éste es un tema que parece más ficción que posibilidad.

			Esto es muy grave y muy triste. De los tres poderes clásicos, el más importante es el judicial. La clave de la legitimidad de cualquier régimen, y especialmente de una República, radica en la posibilidad que posea de hacer justicia. Es imposible pensar en sociedades sin querellas y enfrentamientos. El primer papel del Estado es solucionar esos encontronazos. Algunos reyes medievales españoles, mientras el reino carecía de sede, andaban en carretones con los libros de la ley impartiendo justicia dentro del perímetro del que eran soberanos. Eso era la jurisdicción: donde podían «decir derecho». A Alfonso X no le llamaban «el Sabio» porque era capaz de escribir buenos versos en gallego, sino por redactar las Siete Partidas en castellano y utilizar esa legislación para solucionar los conflictos.

			Tal vez la labor comienza en la formación de los abogados en las universidades. De las facultades de Derecho suelen venir la mayor parte de los legisladores. Ante todo, hay que saber legislar. Hay que hacerlo con precisión y realismo, sin demagogia, porque la legislación no es un catálogo de deseos, una wish list, sino una norma de obligatorio cumplimiento que se propone evitarnos males mayores o producir algún bien concreto y previsible. Esas mismas facultades acaso deben preparar a la judicatura, y ellas y los colegios de abogados, tal vez deban proponer al Parlamento, o al Presidente, ternas con los nombres y los expedientes de los egresados de las escuelas de jueces y magistrados para que elijan a los mejores y, claro, les paguen salarios dignos. Guatemala jamás podrá solucionar sus problemas de gobernanza si antes no soluciona el desastre de su Poder Judicial. Si no coloca a sus mejores cabezas jurídicas —las más aptas, las más serias, las más insobornables— en los juzgados. 

			Hago mía la observación final de Guy Sorman, un pensador francés que escribió recientemente un gran artículo publicado en ABC de Madrid el 10 de septiembre de 2018 bajo el pesimista título de El futuro retrocede en América Latina: «Me objetarán mil contraejemplos, me reprocharán que mezclo pueblos y épocas. Sin duda. Yo sólo propongo hipótesis, no certezas. Pero a pesar de haber vagado durante cuarenta años por estas naciones que amo profundamente, sigo asombrado por el rechazo dominante, local, a preguntarse por las razones profundas tanto de los fracasos como de los éxitos.»

			Los guatemaltecos harían muy bien en colocarse frente al espejo que les propone Julio Ligorría. Es duro, pero conveniente.

		


		
			 Introducción

			Desde siempre se necesita mucho valor para ver a lo interno de cada persona, ya no digamos si nos atrevemos a asomarnos a las interioridades y profundidades de una sociedad. Es un ejercicio complejo —si se realiza a conciencia— porque obliga a una inspección de profundidad, admitir las debilidades y evaluar con pleno desprendimiento en busca de algo más que culpas. Si se busca la solución, siempre estarán las mil respuestas pendientes para todos los problemas que se deben resolver.

			Ese es el objetivo más profundo de este ensayo, que como todas las historias que podemos contar sobre un momento particular en el tiempo, tendrá siempre versiones variadas y juicios de valor a veces confrontados. Es ese el valor de la historia contada a la carrera, como solía decir un entrañable amigo periodista, porque se tienen muchos puntos de vista alimentados a veces por las mismas evidencias pero que serán interpretadas desde la perspectiva que cada quien ocupe.

			Por eso es que despojadas del insolente absolutismo, estas líneas buscan presentar una perspectiva sobre lo que Guatemala tiene en la ruta al futuro. Pueden ser obras pendientes que requerirán sacrificio, o un ejercicio de permanente inculpación, cuyo destino no necesariamente será una catársis para emerger con brillos hacia un futuro promisorio. Esto último, la catársis social, sería el resultado adecuado tras leer estos pensamientos. No obstante, no hay que ser tan optimista como para pretender que el país cambie tras esta reflexión. Bastaría con tomar en cuenta algunas observaciones y derivar desde allí hacia nuevas discusiones en busca de las respuestas necesarias.

			La estructura de este ensayo quiere llevar al lector a través de una serie de análisis sobre la realidad guatemalteca del período que termina en el primer semestre de 2018. Han sido tiempos de tormenta política y social permanentes, donde los valores de la sociedad guatemalteca fueron cuestionados y sometidos a presión hasta llevarlos a un punto en que, inocentemente creo, muchos llegaron incluso a dudar del rumbo, el origen de los problemas y la posibilidad de encontrar soluciones.

			Al revisar la historia y sus puntos de inflexión y fricción, se entiende que la patria evoluciona constantemente. Quizá no al gusto de muchos, porque el reclamo por resultados diferentes a los esperados no cesará nunca, lo cual desde un punto de vista sereno, supone una aspiración pendiente de alcanzar y el motor para empujar esfuerzos desde distintos orígenes en busca de dinamizar el cambio.

			La democracia guatemalteca es joven. El pensamiento colectivo de un país con menos de 50 años de ejercicio democrático relativamente libre es aún confuso y turbulento, en particular en temporadas como esta posterior a 2015, porque se percibe una ruta crítica social y política aparentemente constructiva pero que al momento de escribir estos pensamientos había dejado más dudas que certezas sobre lo bueno que se puede sacar de la convulsión social de este corto pero intenso período.

			Hay tanto que decir en cuanto a los orígenes y vericuetos del camino patrio, que ni esta ni ninguna otra obra estarán a salvo de las críticas. Sirven porque documentan pasajes recientes desde una óptica irreverente y algunas veces atrevida, y que debería instar a quienes la leen a buscar cómo pensar la patria con apuntes como estos, siempre con buena intención, pero no por ello alejados de la verdad.

			El análisis de estos años debe incorporar variantes diferenciadoras que no existían y menos influían tan abiertamente como ha ocurrido en el último decenio. La comunicación y la forma de socializar el pensamiento social y político era bastante diferente, porque sin redes sociales —como ahora— el anonimato, la información y opinión que así se generaban tenían una influencia limitada. La sociedad creía y se basaba en lo dicho por personas que enfrentaban lo cotidiano con resposanbilidad y sabiendo que serian juzgados por sus ideas algo que en esta época del internet y la telefonía celular disparada es menos que inviable. La deformación de la historia a raíz del anonimato es de tal magnitud, que hoy es poco menos que imposible distinguir en el corto plazo la realidad de la falsedad.

			Se cita este aspecto porque la comunicación se convirtió en un recurso mucho más valioso que la fuerza. Desafortunadamente, al tenor de la libertad y el derecho a expresarse sin cortapisa, se abrió la puerta a quienes no dudan en modificar datos, interpretaciones y hasta declaraciones para sembrar tempestades que luego se tornan en auténticas tormentas de impacto impredecible. Es la nueva sociedad, esa que está sufriendo el embate de la tecnología y que está migrando de la confianza en las personas, a la era de la confianza en las ideas incluso cuando no se identifiquen sus orígenes.

			Los pasajes citados dentro de este ensayo son fotografías de instantes históricos y de hechos que tuvieron efecto directo sobre el devenir de la nación. Los hechos a los que se hace referencia y sus derivaciones alcanzaron a la mayor parte del país, aunque no existiera una relación directa entre los componentes y fuerzas de la sociedad en el sentido estricto. A muchos les alcanzó la marea social y política derivada de los hechos consignados y, en la mayoría de veces, quienes lo padecieron no habían entendido ni lo entienden ahora, cómo y por qué pasaron las cosas que les cambiaron la vida.

			A ciencia cierta, esa perspectiva es aún un tanto imprecisa para muchos. El conocimiento emanado de los tanques de pensamiento formales, así como el que deriva de las reuniones y los grupos que por afinidad de cualquier tipo permite coincidir con personas de diversos criterios, han generado visiones parciales de una realidad que difícilmente estará completa porque lo que antes se hacía con unas pocas referencias, ahora se ahoga en un mar de conocimiento y relatos que no se terminan de tamizar y verificar todo el tiempo. Es la era de las redes sociales, de la variedad de criterios y de la realidad instantánea que se debate entre mil y una formas, mil y una opiniones.

			Por eso es que hacer este ejercicio de revisar la situación del país no puede ser menos que apasionante. A los datos fríos que siempre nutren criterios, hubo que sumarle experiencias propias y otras relatadas por varios de los protagonistas. Se hizo una abstracción de hechos y se procedió a ajustar tantas versiones como fue posible para entender qué es la realidad contemporánea y cuáles fueron las causas que motivaron la dinámica de los hechos.

			Entrando en materia, vale señalar que, a criterio de historiadores y científicos sociales actuales, tratar de entender los hechos a tan corta distancia temporal es un ejercicio agotador. Se tomó el reto de intentarlo, en aras de trazar a línea gruesa un entendimiento de qué significa toda esta tormenta  que desafía al tiempo y conmueve a los más serenos.

			Lo que ha vivido Guatemala desde sus primeros signos vitales en la era democrática que aun vivimos no es sino el reflejo de una evolución social intensa. Se aceleraron procesos por la llegada de la libertad; se profundizaron diferencias a partir de la socialización del pensamiento individual en un instante de libertad, y a raíz de esos aspectos, se partió el orden conservador y se abrieron las puertas no solo a problemas sino a posiciones encontradas. Todo para formar una sociedad acrisolada ideológicamente, contestataria en cuanto a la concepción de la problemática y enriquecida en la discusión.

			Es complicada la gestión de un país con tantos problemas heredados. Sin duda, otras naciones han caminado por la misma senda y han sobrevivido. Pero en el caso de Guatemala, el retrato de cada cierto tiempo refleja una serie de demandas que no se logran resolver porque las falencias de la estructura no han variado desde hace muchos años, quizá medio siglo. Las taras institucionales se han acentuado porque los defectos de la estructura de pesos y contrapesos no solo sobreviven sino que se han acrecentado, derivado de complicaciones y angustias que a la mayoría de las personas agobian.

			Cuando se revisa la realidad y se piensa en cuánto está pendiente y cuántas personas agonizan emocional y físicamente entre carencias, se entiende que el trabajo para quienes busquen resolver es tremendamente complejo. Los procesos son difíciles de comprender y las respuestas más contundentes capaces de resolver a favor de las mayorías son las más difíciles de desarrollar por el grado de factores cruzados que ahogan al país.

			Transformar el panorama a la velocidad que muchos esperan es imposible. Son demasiadas carencias, demasiadas expectativas las que aguardan turno. Y mientras se gestiona, el tiempo avanza, los escenarios empeoran y la presión social aumenta, haciendo cada vez más difícil la gobernanza.

			Mucho de lo ocurrido a lo largo de la historia ya tiene explicación. Otros datos aún no quedan tan expuestos a la claridad porque no se han dado los suficientes elementos científicos comprobables como para construir una realidad donde las coyunturas y los intereses permitan apreciar algo más que la «realidad oficial».

			Pongo un ejemplo que para muchos fue razón de aplauso y para otros ha sido parte del ocaso nacional: la intervención extranjera por medio del mecanismo de la CICIG. Un buen proyecto, como se puede observar, pero que se aberró en el camino. Perdió la senda de la transformación de un sistema judicial corrompido de raíz y buscó sin escrúpulo alguno dar resultados a toda costa, aun violando la ley y alterando toda lógica jurídica y social. 

			Las consecuencias de una realidad violentada por una comisión experimental de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) tenían que dar frutos agridulces. La euforia derivada de castigar la corrupción dejará al paso del tiempo la frustración de haber dado pocos resultados y a cambio, haber dejado un inmenso daño colateral. Para ser justos y reconocer también los aciertos, hay que consignar que el cambio provocado por la acción de CICIG en la sociedad guatemalteca es que ha heredado un impacto de carácter cultutral, pues ha quedado establecida la importancia de luchar contra las prácticas corruptas al tiempo que nos convoca a todos a combatir las desgracias sociopolíticas; ideal hubiera sido que CICIG actuará con total apego a la ética y la observancia de la ley, más no fue así, lo que también deja otra gran lección, que nos indica que jamás esfuerzo extranjero podrá resolver o mejorar lo que nosotros estamos más que obligados a mejorar dentro de nuestro ambito de convivencia social.

			Como muchos otros temas, esas expectativas de mejoramiento parecen ser parte de una agenda pendiente. Quizá en otra época, quizá con otra estructura social que aún no está presente pero que deberá surgir de la evolución que viva Guatemala.

			Julio Ligorría Carballido

			MADRID, SEPTIEMBRE DE 2018

		


		
			1

			 Desestructuración

			Si no sabemos gobernarnos, podemos convertir a nuestro país en uno peor 
e incluso retroceder a épocas anteriores y perder lo que hemos avanzado. 
En nuestro entorno lo que peor va es la forma en que nos gobernamos.

			ANÓNIMO

			La ola de corrupción en Guatemala, a lo largo de muchos años alimentada a todos los niveles, quedó en evidencia por primera vez, en casi un siglo, durante el primer semestre de 2015. A partir de entonces y en el transcurso de los siguientes 36 meses, la acción de la justicia, acompañada de la Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), comenzó a revelar que una amplia gama de funcionarios, empresarios y miembros de prácticamente todos los grupos sociales y esferas económicas, había adoptado como hábitat uno donde la corruptela es ley y cumplir las normas legales, una desventaja.

			Documentalmente, todo parece haber empezado cuando las investigaciones de la Fiscalía General de la Nación se orientaron a identificar una red de defraudación aduanera y encontraron en unas grabaciones telefónicas toda una gama de sorpresas. Digo documentalmente, porque aún no se tienen datos fehacientes de cuál fue el punto de partida de las investigaciones contra la corrupción hechas por la CICIG en este país centroamericano —única nación del mundo cuyo sistema de justicia está intervenido por un organismo supranacional— durante el periodo que va desde la fundación de dicho organismo, a solicitud del propio Estado guatemalteco, en diciembre de 2006 hasta la actualidad. El hecho es que, a mediados de 2015, los nombres de funcionarios de la Superintendencia de Administración Tributaria (el ente encargado de recaudar impuestos) fueron mencionados en las intercepciones telefónicas hechas por la Fiscalía para identificar y combatir una red de defraudación aduanera. Eran conversaciones que sostenían personas que habían sido identificadas como extorsionistas por algunos importadores y que, evidentemente, operaban dentro y fuera de las aduanas de los principales puertos del país. Pero si eso era importante, porque evidenciaba la corrupción en los sistemas de control de mercancías entrantes y salientes, mucho más lo eran las conversaciones entre diversos grupos de personas, pues uno de los participantes en las mismas era el secretario privado de la entonces vicepresidenta del país Roxana Baldetti.

			Estos hechos salieron a luz el 16 de abril de 2015 y la fiscal general de la República, Thelma Aldana, anunció juntamente con el jefe de la CICIG, Iván Velásquez, la captura de diecinueve personas. Junto con los contrabandistas y algunos de sus clientes cayó el recaudador de impuestos y se anunció la orden de captura contra Juan Carlos Monzón, un exmilitar que fungía como secretario privado de la vicepresidenta Baldetti.

			El país se convulsionó. Era la primera vez que la participación de funcionarios de alto nivel en actos de corrupción, y con capturas, salía a luz pública oficialmente. Siempre se había rumorado que la gestión pública era aprovechada por funcionarios de todos los niveles para enriquecerse vertiginosamente. Desde la era de los gobiernos militares, de la década de 1960 a mediados de 1980, la cantidad de emporios económicos de exfuncionarios fue siendo notable e inexplicable. Claro, en esa época no se cuestionaba la prosperidad de quienes tenían el control de las armas ni la de sus aliados, muchos de ellos prominentes empresarios que compartieron sus ganancias con los jefes de gobierno a cambio de condiciones privilegiadas y negocios con el Estado.

			Las riquezas emergentes de esa época de impunidad fueron poco cuestionadas. No podría decirse que fuera un hecho intencionalmente olvidado en la memoria colectiva. Simplemente, hay que poner en contexto la amnesia, consecuencia derivada de una sociología del conflicto armado interno y en la cual el elemento predominante era el conformismo colectivo en aras de evitar la represión por parte de los grupos en disputa. Lo cierto es que nadie dijo ni ha dicho nada. Solo se aceptaba el crecimiento financiero de los presidentes de turno y sus aliados; se dice que hasta los jefes rebeldes podrían haber amasado fortuna. Se supo y se dijo mucho al respecto, pero nadie hizo nada. Y punto.

			Es por eso que, cuando la democracia se reinventó y trajo al equipo de Vinicio Cerezo al poder, entre enero de 1986 y enero de 1991, la lucha por las posiciones adecuadas para enriquecerse se hizo notoria. Los militares habían cedido buena parte del control del gobierno, y muchos políticos y empresarios se lanzaron a la conquista de la riqueza fácil. Es justo señalar que los niveles de corrupción de ese primer periodo democrático fueron criticados periodísticamente; pero en nada se parecen a los  montos y desfachatez que se vieron durante los siguientes años. Cerezo, un demócrata cristiano notable en la historia del país, enfrentó exitosamente, con la ayuda de la corriente aperturista e institucionalista del ejército nacional, un par de intentos de golpes de Estado. Aún hoy, se desconoce si la disputa por las fuentes de enriquecimiento ilícito y el clientelismo con que actuaban los gobiernos previos y no el de los democristianos fue la razón de esos movimientos, contenidos gracias a la disposición de la facción militar afín al primer gobierno de esta etapa democrática. Anoto algo más: el carismático presidente Cerezo salió adelante; las acusaciones de corrupción se perciben hoy como grotescas pequeñeces al contextualizarlas en un entorno donde todos sabían que algo había ocurrido, pero nadie recordaba ni entendía, con una miopía cómplice.

			A Cerezo se le achacó la privatización de la aerolínea nacional, Aviateca. Los notas de prensa de ese tiempo señalan que permitió la fusión del escaso capital de esa empresa nacional con una pujante aerolínea centroamericana, lo cual jamás se comprobó pero que cito para hacer un breve recuento del imaginario colectivo que nunca se convirtió en tema judicial. Hasta una facción clandestina del ejército —los «oficiales de la montaña»— salió a denunciar la corrupción que se daba en todos los niveles del gobierno. Cerezo fue el primer mandatario de la era democrática aún vigente que sufrió los embates de los medios de comunicación y los políticos, quienes señalaban su supuesta corrupción. Aunque hoy, a la luz de la historia, podría pensarse que fue una forma de reprimirlo por no querer entregarse a los grupos que, desde el cómodo poder tradicional, se lanzaban al asalto de la riqueza nacional.

			Con la llegada de Jorge Serrano a la presidencia, iniciada en enero de 1991 y concluida en mayo de 1993, las cosas no mejoraron mucho, al menos ante los ojos de la población. La perspectiva que presentaba la prensa nacional evidenciaba el creciente saqueo del Estado por parte de los nuevos funcionarios. Poco se sabía de los intentos de la iniciativa privada por hacer negocios que Serrano asegura, treinta años después, no permitió porque eran nocivos para el país. De hecho, denunció el expresidente con el paso del tiempo, su caída se debió a un negocio que no autorizó a un grupo privado económicamente importante. Serrano fue expulsado del gobierno luego de su intento de golpe, al estilo Fujimori, contra el Congreso, la Corte Suprema de Justicia y la Procuraduría de Derechos Humanos, sus principales detractores. Una larga historia de chantajes, atentados y enfrentamientos, aparentemente con el sector privado tradicional, dan tintes dramáticos a esa época, poco investigada y menos judicializada aún. Jorge Serrano ha insistido, durante 24 años, en que fue víctima de los sectores corruptos del país, y su destino jurídico se ha estancado en el tiempo, porque, en su ausencia, el caso no puede avanzar y él permanece refugiado en Panamá.

			La percepción popular de los ciudadanos es que Serrano era, en su tiempo, el presidente más corrupto. Las acusaciones contra Cerezo se olvidaron, y Serrano, a quien aún hoy llaman «aprendiz de dictador», sigue en el exilio; fue el último jefe de gobierno en huir del país.

			La Casa Presidencial fue ocupada a continuación, de junio de 1993 a enero de 1996, por Ramiro de León Carpio, a quien le tocó un periodo de transición. Sin grandes logros, su gestión fue breve; consiguió estabilizar a la nación y dejó el poder con un histórico 82% de aprobación. Es claro que la población valoró su estilo cercano de gobernar y la estabilización del país, luego de las convulsas últimas semanas del régimen de Jorge Serrano. Después llegó Álvaro Arzú, un empresario no tradicional que, de enero de 1996 a enero de 2000, gobernó con carácter ejecutivo y logró importantes avances. Con los años, las dudas sobre las privatizaciones de la telefonía, electricidad, servicios portuarios y carreteras dejaron una sombra de duda sobre la corrupción durante su régimen. El tema se opaca ante el desempeño de su equipo de gobierno, calificado por muchos como uno de los más eficaces y eficientes, y cuyo principal logro fue la finalización del conflicto armado interno. Tan solo ese detalle coloca a Arzú en la historia con un balance positivo, aunque, como ya dije, sus detractores lo señalan como uno de los jefes de gobierno más corruptos, pero sin una sola prueba de ello. Repito: de esa hipótesis no hay, hasta el momento de escribir estas reflexiones, más que rumores, leyendas incomprobables y ninguna denuncia sólida ante los jueces del país.

			Álvaro Arzú sufrió un infarto fulminante el viernes 27 de abril de 2018, dejando en la orfandad al espectro del centro derecha guatemalteco que, también al momento de escribir estas líneas, aún no se recupera de tan infortunada perdida.

			En 2004, cuando Arzú confirmo que sufría un peligroso cáncer, escribí un artículo de una página, publicado en el diario El Periódico, que titulé «El último estadista». En efecto, Arzú ha sido el último estadista que gobernó Guatemala, solo comparable con el representante de la social democracia, el doctor Juan José Arévalo, quien gobernó en los años cuarenta del siglo XX. El país le debe a Álvaro Arzú tener uno de los sistemas de telecomunicaciones más eficientes y competitivos del mundo, con más de veinte millones de equipos celulares activos, una cobertura nacional de electricidad sin precedentes. Pero lo más importante es lo señalado por el prestigioso economista José Molina Calderón: la Ley General de Electricidad promulgada por el gobierno de Arzú logró que se redujeran los precios de la energía 66% en dos décadas. Hoy, expertos de todo el hemisferio reconocen que las leyes de electricidad y telecomunicaciones de Guatemala son las mejores del mundo, y el país pasó de ser una nación con hasta 19 horas diarias sin luz a ser el mayor exportador de energía de América Central.

			Con el gobierno de Alfonso Portillo, de enero de 2000 a enero de 2004, vino otra etapa de confrontación. De nuevo, las acusaciones de corrupción contra el presidente, este de pensamiento de izquierda, alimentaron los medios de comunicación. Señalado de saquear cuanto negocio pudo y recibir sobornos a gran escala, Portillo estuvo permanentemente enfrentado con los sectores más tradicionales del capital criollo. Las acusaciones contra Serrano palidecieron y Portillo fue el nuevo presidente «más corrupto de la historia». Su respuesta fue permitir que los grupos radicales nacionalistas que apoyaban la candidatura del general Efraín Ríos Montt a la presidencia agredieran a grupos empresariales poderosos sin que el Estado hiciera nada por controlar la violencia de los atacantes. Fue una escalada propia de anarquistas la que sirvió al gobierno portillista para fustigar a los enemigos del régimen. Con el paso de los años, la afrenta de Portillo contra el rancio poder tradicional se tradujo en un caso judicial que lo llevó durante varios años a prisión en Estados Unidos, por cargos comprobados de lavado de activos.

			Su relevo, de enero de 2004 a enero de 2008, fue el agricultor y exalcalde capitalino Oscar Berger, quien declaró a su gobierno como el «gobierno de los empresarios». Fue una gestión de escaso ruido mediático y una ejecutoria que en el tiempo deja poco de qué hablar, con mínimos logros. La economía se vio afectada silenciosamente por el empoderamiento de allegados al mandatario que, según cuenta la leyenda urbana, se enriquecieron discreta y legalmente, sin dejar mayor rastro de sus hazañas. Los empresarios tradicionales vieron prosperar sus compañías y el país detuvo proyectos que pudieron haber evitado el avance de las mafias en los puertos. Un tema relevante fue que, por influencia directa de su vicepresidente, Eduardo Stein, el gobierno de Berger llevó a cabo una drástica reducción del número de efectivos en el ejército, más allá de lo que se había comprometido el Estado en los Acuerdos de Paz. Esto representó, según analistas dignos de todo crédito, el inicio del «cambio de poder» en Guatemala. El otro elemento destacable es que, durante su gobierno, inició operaciones en el país la CICIG.

			Con la llegada de Álvaro Colom a la presidencia, de enero de 2008 a enero de 2012, los electores parecieron rechazar el rumbo pro-empresarial que se daba a la cosa pública. Era la esperanza de un rumbo diferente. Pero algo pasó y los señalamientos de corrupción contra el gobierno llegaron otra vez. Ahora sí, con denuncias y una acción jurídica un poco más visible que en otros momentos. Había comenzado a medio periodo la persecución contra Portillo y se producía una nueva batalla entre empresarios y la horda de seguidores del expresidente. Mientras tanto, surgían más y más rumores de saqueo del erario y era más evidente el abierto enfrentamiento entre gobernantes y sectores conservadores, pues aumentaba el temor y la crítica hacia medidas de corte populista que se veían venir. Era también evidente que algo estaba cada vez peor, y al gobierno de Colom se le acercaron muchos personajes oscuros que se unieron a un caldo de cultivo perverso. La gran protagonista, hasta ahora (mayo de 2018) jamás enjuiciada, fue la entonces esposa del presidente, Sandra Torres, a quien el imaginario colectivo atribuye el detentar el poder tras el trono. Torres intentó infructuosamente postularse a la presidencia una vez y no logró inscribirse; luego, consiguió ser la sorpresa en las elecciones de 2015, cuando logró colocarse sorpresivamente en la segunda ronda. El régimen de Colom está ya bajo investigación por el Caso Transurbano, y su ministro de Finanzas, Juan Alberto Fuentes Knight —presidente internacional de OXFAM—, es una de la piezas claves señaladas. Ambos estuvieron en prisión preventiva, pero salieron ya a prisión domiciliar y esperan el inicio formal de un proceso. Además, se asegura que muchos de los negocios concretados durante el siguiente gobierno fueron incubados en la presidencia de Colom por su secretario privado, Gustavo Alejos Cámbara, a la postre socio de funcionarios del régimen patriota. Hoy Alejos Cámbara permanece en prisión preventiva. 

			El país cambió nuevamente de rumbo y puso en el poder, de enero de 2012 a septiembre de 2015, a Otto Pérez Molina, general del ejército en situación de retiro y signatario de los Acuerdos de Paz en 1996. El rumor de corrupción que se escuchaba y comentaba desde el inicio de la era democrática ya no impresionaba a nadie. Se criticaba la ejecutoria del mandatario, pero no se iba más allá, hasta que el saqueo fue notablemente evidente, en especial por ostentación de lo mal habido que hacían algunos funcionarios cercanos al mandatario. No fue a Pérez Molina a quien se criticó en primera instancia, sino a su vicepresidenta, Roxana Baldetti, y a su séquito, que causaron gran malestar en el país. Además de entrar en los libros de historia como la primera mujer en alcanzar la vicepresidencia en Guatemala, Baldetti llevará sobre su nombre el doloroso mote periodístico de haber sido la funcionaria más corrupta y arrogante de todos los tiempos. A medida que los meses pasan y las investigaciones contra Pérez, Baldetti y sus funcionarios avanzan, nuevos detalles de corrupción a todo nivel han salido a luz. Nada de eso parece ser nuevo, en especial si se revisan las actuaciones de funcionarios de distintos niveles del aparato estatal durante los últimos cincuenta años, por establecer un periodo. La diferencia es que ahora existen mecanismos para investigar y procesar a quienes hacen del servicio público una fuente de riqueza fácil y rápida. 

			Es claro que el principal obstáculo que se enfrenta en esta desigual lucha depuradora es que muchos de los casos se basan en pruebas testimoniales, muchas de ellas débiles o sospechosamente inducidas por los fiscales del Ministerio Público y la CICIG. El otro obstáculo, no menor, es que el sistema de justicia no está preparado para aproximar con rigor la avalancha de casos, produciéndose claramente múltiples violaciones al debido proceso, como el abuso de la medida excepcional de prisión preventiva y los continuos atentados contra los derechos humanos de los sindicados. Y qué decir del sistema penitenciario guatemalteco, que compite por ser el peor sistema de reclusión del hemisferio, con cárceles que padecen una sobre población de 22 464 reos con capacidad para 6 320, de acuerdo con las observaciones preliminares a la visita que hizo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de la Organización de Estados Americanos (OEA), en agosto de 2017.

			A todo esto se agrega la cooptación de algunos medios escritos y radiales de comunicación, así como de al menos un noticiero de cable, que se han alineado con una estrategia de satanización de los presuntos responsables de actos de corrupción, acompañada de una clara campaña de culto a la imagen del comisionado de la CICIG, un polémico exfiscal colombiano vinculado con los movimientos de izquierda en su país. Este funcionario ha sido poco ortodoxo en el respeto al país anfitrión y muy mediático, con claras intenciones de fortalecer su credibilidad y blindarla frente a cualquier voz que discrepe de sus métodos.

		


		
			2

			 El país que dejó de existir

			Según el DRAE, el significado de idiota es: «Tonto o corto de entendimiento; engreído sin fundamento para ello», es decir, la simple descripción de quienes —mayoritariamente— han ejercido función pública, pero también de quienes influencian mediáticamente, relativizando los valores y la verdad, con una agenda oscura que pretende «todo cambie… para que nada cambie». Guatemala debe dejar de producir idiotas, pero, sobre todo, aquellos que ejerzan poder, porque sus calidades los hace ser 
—solamente— demagogos manejables y servir —no a la patria, sino a intereses espurios—, y es así, como los rezagos sociales, causa del caos, inseguridad y miseria, permanecen en el olvido.

			CESAR GARCÍA,

			columnista El Periódico

			Si hoy se pudiera hacer un inventario del estado de la nación, con el criterio más objetivo, sin duda los resultados serían poco alentadores. Aunque algunos indicadores económicos nos dicen que existe cierto grado de estabilidad, los indicadores sociales y de desarrollo humano son menos alentadores. De acuerdo con el Índice de Desarrollo Humano 2016 de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), Guatemala —catalogado en el puesto 125 de 188 países evaluados a escala global por ese estudio—1 tiene el penúltimo lugar en la región respecto a escolaridad (10.7 años, solo arriba de Nicaragua), la penúltima posición en escolaridad media (5.5 años promedio, solo arriba de Honduras) y la expectativa de vida más baja de la región (72.1 años). Solo dos países del área tienen menos ingreso bruto per cápita: Honduras y Nicaragua. 

			Aunque las comparaciones pueden sonar odiosas, son necesarias para entender el porqué de las cosas. La similitud del país con sus vecinos hacia el sur (el resto de Centroamérica) debería reflejar algunas ventajas derivadas de la aparente riqueza que supone uno de los ingresos medios en la región (8 200 dólares estadounidenses anuales, o sea, unos 683.33 dólares mensuales).2 Sin embargo, la realidad del país contrasta con estas cifras. Hay una galopante informalidad laboral (casi 76%, según informó la OIT a principios de junio de 2017)3 y las diferencias en la distribución de la riqueza son imponentes. 

			La confederación de organizaciones de caridad, Oxfam, divulgó a finales de mayo de 2017 una serie de datos escalofriantes sobre Guatemala: 260 personas tienen una fortuna equivalente a 23 veces la inversión pública en salud o 21 veces la inversión pública en educación. Una persona pobre tendría que trabajar 387 años para ganar lo que un millonario guatemalteco gana en un mes.4 

			Por 6.87 quetzales (0.91 dólares) que el Estado de Guatemala invierte diariamente en una persona no indígena, invierte 3.09 quetzales (0.41 dólares) en una persona indígena.5 Y la explicación que más desnuda a un país que camina hacia la miseria: mientras el salario mínimo diario es 90.16 quetzales (12.02 dólares), el costo de la canasta básica vital diaria es de 84.93 quetzales (11.93 dólares)6, es decir, queda un margen para gastos adicionales (educación y salud en el sector privado, alquiler de vivienda y otros desembolsos personales) de 5.23 por ciento.

			Como corolario, tome nota de que las estadísticas del Banco Mundial señalan que Guatemala ha reducido su tasa de mortalidad materna —aún no suficientemente— logrando que para finales de 2015 se contabilizaran 88 por cada 100 000 nacimientos,7 en una nación donde la pobreza ha aumentado en los últimos años. «El Estudio evaluación de la pobreza en Guatemala del Banco Mundial señala que el país fue capaz de reducir la pobreza de 56 a 51% entre 2000 y 2006. No obstante, cifras oficiales de 2014 indican que la pobreza subió posteriormente a 60%. Del total de personas que viven en pobreza en el país, 52% son indígenas.»8

			Es claro: el país pasa por un momento en que las desigualdades son evidentes. Hay mejoras en algunos aspectos, como el de la violencia social, que pasó de 46.36 muertes violentas por cada 100 000 habitantes en 2009, a 26.1 en las estadísticas policíacas de inicios de 2016.9 El PIB ha crecido discreta pero sostenidamente entre 1 y 3% anual en el último quinquenio, mientras la pirámide poblacional indica que 50% de los guatemaltecos tiene menos de 18 años de edad.10

			Estamos ante un país que crece en sus demandas —porque su población crece incesantemente—, pero tiene una estructura institucional endeble, corroída por sus limitaciones. La evaluación de la institucionalidad, tal como la conceptualizamos la mayoría, refleja un retroceso acelerado hasta una época aún no determinada dentro del cronograma de desarrollo nacional. Esto se debe a que la erosión del sistema de gobierno y vida en el país se ha desmoronado a pausas, pese al esfuerzo que pueda estar realizándose. La confianza de los ciudadanos se ha deteriorado hasta el extremo de que el periodo de gracia que suele darse a los gobernantes durante sus primeros 100 días no significó prácticamente nada en el actual régimen, iniciado en enero de 2016. La ausencia de un liderazgo fuerte, respaldado, con concepto de Estado y, sobre todo, con don de mando, cobró su factura a un proyecto que era electoral, pero que carecía de sustentación política, y por supuesto de un plan de gobierno o una ruta crítica para gestionar los serios desafíos nacionales. 

			Es oportuno hacer un paréntesis para comprender el porqué de las cosas. Guatemala es un laboratorio social para potencias como Estados Unidos. Aquí se desarrollaron ensayos de contagio y manejo de sífilis entre 1946 y 1948 (Experimento Tuskegee), se puso a prueba el modelo de intervención militar encubierto por la CIA para defender intereses corporativos y modificar el modelo de tenencia de la tierra en 1954, se establecieron gobiernos militaristas y se apoyó la introducción de movimientos religiosos como modelo de inteligencia a nivel comunitario en las áreas rurales, tal como se desprende del informe enviado en 1969 por el vicepresidente Nelson Rockefeller al presidente Richard Nixon y en el cual hace referencia a la iglesia católica como una potencial fuente de subversión, por lo cual se recomienda potenciar la presencia de la iglesia protestante como una forma de contrarrestar la Teología de la Liberación. De la misma manera se entiende que se impulsaron esfuerzos para controlar la natalidad en los años ochenta como consecuencia del informe Kissinger, y a todo esto lo acompaña una interminable secuela de etcéteras, que incluyen el uso de redes sociales —soft power— para provocar movimientos populares en contra de gobiernos en diferentes latitudes en este milenio y que son similares a los de la Primavera Árabe… Hasta se instauró un grupo de fiscales internacionales con poderes superiores a los de la constitución desde el gobierno de Oscar Berger, en 2006.11  

			Los resultados de estos experimentos, así como de muchas otras decisiones dentro de la macropolítica regional, repercuten directamente en el manejo y dirección del país. Se han establecido mecanismos que apoyan la instauración y fortalecimiento de esos modelos desde los diversos poderes del Estado y, aun cuando su intención inicial haya sido apoyar la evolución social y política del país —un criterio que varía a positivo o a negativo, según la óptica del espectador—, esos mecanismos perdieron sus objetivos y se convirtieron en factores que distorsionan la dinámica social, de acuerdo con agendas muchas veces inconfesables.12 

			Ese es el contexto en el cual gobierna el presidente Jimmy Morales (2016-2020), fruto de una coincidencia histórica y política cuyo trasfondo se intuye, pero que, con el paso de los años, se comprobará. Llegó al poder en condiciones electorales muy particulares, pues en 2015, a lo largo de la campaña, jamás estuvo entre el primero y segundo lugar, sobre todo por la ausencia de recursos y estructura partidaria que sostuvieran su proyecto. Sin embargo, luego de la abrupta salida del poder de Otto Pérez Molina y ya cerca del final de la campaña, sorpresivamente este candidato, que mostraba evidentes y elementales debilidades para ganar, triunfó frente a dos gigantes políticos que habían punteado primero y segundo a lo largo del proceso. Ya como presidente se percibe que está en crisis prácticamente desde sus inicios, porque no tiene objetivos definidos que hubieran sido compartidos con la población. Carece del apoyo de un equipo de gobierno afín o al menos capaz, identificado con el presidente, y enfrenta la ausencia de cualquier soporte sociopolítico real. Con esos factores en juego, era poco probable que el presidente Morales tuviera capacidad alguna para enderezar el rumbo de la nación, luego de una tormenta política como la que se vivió con la caída del expresidente Otto Pérez Molina y su séquito. Lejos de eso, su gestión ha sido vilipendiada tanto por propios como por extraños. Además, es sujeto de presión permanente porque insiste en tomar decisiones que no tienen el respaldo popular ni de los grupos de poder. 

			Si se tuviera que buscar un modelo político, valdría la pena el esfuerzo de buscar las coincidencias entre lo que pasa en la Guatemala de junio de 2018 y lo que ocurrió con Jorge Serrano Elías, en mayo de 1993, o con Otto Pérez Molina, en 2015, cuando perdieron contacto con los ciudadanos y quedaron a merced de las fuerzas políticas, legales pero no necesariamente representativas de la voluntad popular mayoritaria. Al aislarse del respaldo popular real, estos gobernantes quedaron al arbitrio de las fuerzas organizadas, cuya agenda la determinan las élites, con una visión puntual y una hoja de ruta que ha incluido la protesta callejera y la presión mediática como mecanismo de cambio. En estos casos, algunas organizaciones no gubernamentales y movimientos sociales —en 1993 mucho menores que en 2015— convocaron al pueblo para protestar contra el régimen hasta defenestrarlo. Y lo lograron, aun cuando quede la duda de la legitimidad de la sanción política de la defenestración. El tiempo dará la perspectiva histórica adecuada para entender cuáles eran los temas críticos de la agenda macropolítica que hacían necesarias las dimisiones de los gobernantes. El ejercicio podría, incluso, llevar a un juicio histórico los hechos ocurridos en mayo de 2009, cuando fue asesinado el abogado Rodrigo Rosenberg Marzano. El hecho estuvo cerca de costarle la caída al gobierno de Álvaro Colom Caballeros, víctima del movimiento cívico de las Camisas Blancas, una contramarcha que, se cree, organizó el gobierno, detuvo la caída del mandatario y dio tiempo para que, ocho meses después, la CICIG presentara una investigación que exculpaba al gobernante de haber ordenado la muerte del abogado y desvelaba una trama privada, de características sin precedentes en el país.

			Gobernar sin sustentación mediática ni popular es muy aventurado, en especial cuando la agenda nacional es compleja y pone en juego muchos intereses. En la actualidad, el presidente Morales encabeza un régimen con poca capacidad de maniobra y cuya debilidad está siendo aprovechada por muchos sectores desde la penumbra política de la nación. Tiene muy limitado apoyo popular y se debate en el proceso de gestionar el gobierno, entre las secuelas de una economía contraída tras los escándalos de corrupción revelados en los últimos tres años y el empoderamiento de un sistema legislativo que gestiona agendas propias, muy alejadas de las del Gobierno Central. Pero adicionalmente se enfrenta con una forma de cooptación de Estado que ha sido mediáticamente atribuida a la extrema derecha empresarial, pero cuyo análisis objetivo indica que los grupos que dieron cuerpo ideológico a la guerra interna —concluida en 1996— han adquirido influencia y control casi absolutos en aquellas instituciones del Estado que dominan los entes contralores y administradores de justicia.

			Además, debe tomarse en cuenta que la llegada de Morales al poder demostró que el voto emocional,13 ese de rechazo o de confirmación, ese que no se piensa sino se siente, ha desbarrancado a la Guatemala de 2016, 2017, 2018 y lo hará durante muchos años más. Ello como producto de la acumulación de la desatención y tratamientos inadecuados aplicados a las agendas sociales, pero también debido a la ausencia de cuadros de gestión pública que, con liderazgo y claridad estratégica, puedan enderezar el rumbo. Actualmente algunos creen ser los elegidos y poder hacerlo. Les aseguro que eso no es así. 

			La elección de Morales desencadenó una batalla por el poder desde los sectores antidemocráticos señalados en el párrafo anterior y que han cooptado el poder. Coincidentemente, son los mismos que tienen a la nación en permanente incertidumbre por la poca aceptación que se ha proyectado hacia la gestión del mandatario. La opinión pública, con el concurso de los medios sociales14 y masivos de comunicación, ha acorralado al gobernante entre sus desaciertos y su desobediencia a los mandatos de los organizadores de esa «realidad política, cívica y ciudadana».

			En resumen, Morales encabeza un régimen con poca capacidad de maniobra y cuya debilidad está siendo aprovechada por algunos sectores desde la penumbra política de la nación.

			La situación actual de Morales, más allá de sus aciertos o fallos, se describe en el ensayo de Noam Chomsky y Edward S. Herman,15 Manufacturing Consent (Los guardianes de la libertad en su versión al español), pues está siendo presionado sistemáticamente desde los medios de comunicación y estos han creado en torno a él una imagen que lo ha colocado al borde de la mayor catástrofe política de los últimos años, quizá superando a la del gobierno de Otto Pérez Molina,16 que se dio entre 2012 y 2015.

			Muchos han hablado de que nuestra democracia falló, de que no solo no ha traído bienestar, sino que se ha agotado entre el fraude de los malos candidatos y las pésimas condiciones de la institucionalidad. Tan solo se ha escuchado la idea de comenzar la reconstrucción del país partiendo de una base cero, donde aparentemente los problemas patrios no tienen historia ni condicionantes. Esto es una verdadera falacia que se enfoca en los síntomas del deterioro social, político, institucional y económico, y deja de lado las causas de esta tragedia. El fruto de tal perspectiva no puede ser sino política fallida, política de trinchera, predicación en medio del desierto, sin contenido ni rumbo, sin misión ni visión… o sea, política electorera digna de un país que ha dejado de existir, asfixiado por sus limitaciones y sepultado por la ruta que han asumido sus grupos dirigenciales.

			Otros han señalado la actual condición del país como la de un Estado fallido. Ese es el diagnóstico más sencillo de hacer porque hay suficientes elementos para considerar que, en efecto, de las funciones del Estado solo quedan conceptos y recuerdos lejanos, borrosos y casi incomprensibles para muchos. Sin embargo, me atrevo a contradecir ese planteamiento. Tenemos un Estado débil, sumamente débil, que es diferente por definición a un Estado frágil.17 Aquí existen, aunque sea nominalmente y en escala minúscula, todos los elementos que dan consistencia al Estado como institución de derecho y servicio público. Hay leyes y objetivos, pero están sujetos al mal manejo de la normativa y desprotegidos de la potenciación de un sistema cooptado en todas direcciones. Y esa, creo, es la razón principal por la que nuestro país agonizante está en el camino de dejar de existir.

			La nación está sufriendo esa debilidad de las instituciones del Estado porque hay un fallo colectivo, casi fatal, de los mecanismos de control y autocorrección que la democracia, como sistema, incluye. Fracasan los gobernantes, y tan solo en 2015 comenzó el proceso de sustituirlos y procesarlos judicialmente. También lo hace la aplicación de la ley por saturación y corrupción notable, y no fue sino en 2015 cuando empezaron a aparecer signos de que el sistema podría funcionar, aun cuando sea bajo las circunstancias actuales. Qué decir de los grupos de poder que, apoltronados en la comodidad del mando, desde las tinieblas, manipulan los hilos que dirigen el rumbo del país y su riqueza, todo para seguir creciendo y afincando sus intereses vorazmente.

			Ese es uno de los grandes temas para buscar comprender por qué el país está como está. Los ciudadanos hemos olvidado que somos parte de un todo, de una nación con diferencias culturales, lingüísticas y étnicas, en donde debemos aprender a convivir. Hemos dejado de lado el sentimiento de solidaridad porque las condiciones de vida van haciendo de esta nación una selva. Y dejamos de ver la progresiva caída del país porque lo cotidiano y sus desafíos absorben la psiquis colectiva volviéndonos cortoplacistas —yo diría inmediatistas— para sobrevivir al caos.

			Aún hay vestigios fuertes de la institucionalidad. Residen estos en la fe de quienes integran cada uno de los grandes ejes que dan soporte al país. Son un elemento idealista que nos hace pensar que no todo está perdido. Sin embargo, nos confirma que las carencias, hasta de institucionalidad, nos han dejado un país con múltiples agendas, casi todas parecidas pero divergentes, en las cuales no hay cabida para lo colectivo y lo institucional. Los ideales de construir una nación como tal y enfrentar así las dificultades precisan de un gran detonador social. Ya no es ni siquiera un detonador político el que funcionaría, creo, porque se ha erosionado esa instancia de manera sostenida a causa de las actuaciones desafortunadas de esa casta corrupta. No hay rumbo ni liderazgo claro porque las disputas entre quienes no temen buscar el control político del país son irreconciliables y no reconocen puntos de coincidencia. No hay proyectos políticos de buena fe, con bases sólidas ni ideas claras, y las pocas opciones que comienzan a emerger —con alguna honrosa excepción, aclaro— traen taras de origen que las atan a sectores políticamente agotados. Falta el nacimiento de un liderazgo intenso, con poder de convocatoria, con capacidad para negociar puntos de coincidencia, cuya meta sea abrir el espacio para el rescate del país.

			Veámoslo desde otra perspectiva, pero con la misma esencia:

			Dos mil millones de personas viven hoy en día en los llamados «Estados frágiles», en países cuyos gobiernos no consiguen garantizar las condiciones mínimas de seguridad y de supervivencia a una parte importante de sus poblaciones. Decenas de millones viven incluso en «Estados fracasados», bajo el reino arbitrario y brutal de milicias, de grupos criminales y de señores de la guerra. Si esas nociones son vagas y discutidas, si los expertos se pelean sobre los calificativos y si algunos gobiernos se escandalizan al ser rebajados de tal manera, la realidad de un archipiélago de Estados vulnerables o fracasados es obvia para todos. Según las fuentes y las definiciones, entre veinte y sesenta países se moverían en ese «entre dos luces de la humanidad».18

			Regresando al plano local, vivimos una época en la que los sectores pueden hasta coincidir en la visión de la realidad, pero tienen metodologías confrontadas para promover el desarrollo, por lo cual, tienden a aislarse: crean islas y construyen muros, en lugar de tender puentes para solucionar los grandes temas que pongan en marcha al país.

			Comparto las ideas de un amigo, quien hace poco se quejaba conmigo de la realidad nacional: 

			No tenemos seguridad suficiente, ni pasaportes, ni documentos de identificación porque el Estado es infuncional. No tenemos hospitales ni educación pública suficiente, porque no hay recursos. Hay poca capacidad de ejecución del gobierno porque en aras de cuidarse de cometer delitos administrativos, los ministerios se han inhibido de contratar y comprar servicios y bienes. Se ha detenido buena parte de la maquinaria del Estado, esa que debería estar sirviendo pero que parece tan solo una pálida mueca de lo que se esperaba del gobierno en un periodo de crisis. Y al centro de esta faceta del problema queda el sistema de justicia, contaminado, corrompido y apoltronado en el pedazo de poder que detenta y lo hace intocable.
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